
1.5.2.5.4. Adecuación del cuadro de exclusiones médicas que rigen para el ingreso en las 
distintas categorías de los Cuerpos de la Policía Local

A través de distintas quejas que se venían recibiendo en esta Institución pudimos comprobar que, a 
diferencia de lo que ha ocurrido en otras Administraciones públicas, la Administración de la Junta de 
Andalucía no había procedido a modificar la Orden de la Consejería de Gobernación de 22 de diciembre 
de 2003, por la que se establecen las pruebas selectivas, los temarios y el baremo de méritos para el 
ingreso, la promoción interna y la movilidad a las distintas categorías de los Cuerpos de la Policía Local, 
en lo que afecta al cuadro de exclusiones médicas que regirán para el ingreso en las distintas categorías 
de los mismos, a fin de adaptarla a los criterios que se establecen en el citado Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 30 de noviembre de 2018.

Dicho Acuerdo excluye del cuadro de exclusiones médicas enfermedades como VIH, diabetes, psoriasis 
y celiaquía, y determina que no cabe la exclusión de aspirantes por mero diagnóstico y, en todo caso, la 
situación clínica del aspirante. De esta forma, tras la evolución de estas enfermedades y los informes 
técnicos correspondientes, se pretende terminar con la discriminación hacia las personas afectadas por 
las mismas.

Así pues, el hecho de que nuestra Administración autonómica aún no haya procedido a la adaptación del 
cuadro de exclusiones médicas al mentado Acuerdo, viene produciendo situaciones incongruentes a la hora de 
aplicar los criterios de valoración de las enfermedades y procesos patológicos determinantes de la exclusión 
médica para el acceso a las distintas categorías de los Cuerpos de la Policía Local en Andalucía que afecta a 
aquellas personas afectadas por las referidas enfermedades que ven imposibilitada su participación en dichos 
procesos selectivos.

Ante estas circunstancias, procedimos a la apertura de oficio de la queja 19/2102, solicitando el 
correspondiente informe a la Secretaría General de Interior y Espectáculos Públicos por la posible afectación 
de los derechos reconocidos a la ciudadanía en los artículos 14 y 23.2 de la Constitución Española.

En la respuesta que nos traslada dicha Administración se nos informa que se ha constituido un grupo de 
trabajo para la elaboración del Anteproyecto de Ley de Coordinación de las PoIicías Locales de Andalucía, cuya 
aprobación conllevará, según lo regulado en la misma, Ia modificación de las vigentes normas de desarrollo de 
Ia actual Ley 13/2001, entre las que se encuentran el Decreto 201/2003 y Ia citada Orden de 22 de diciembre 
de 2003.

En este sentido, y en relación con el impedimento que la enfermedad pueda suponer para el acceso y 
mantenimiento del empleo, recordamos a la Administración que la Sentencia del Tribunal Constitucional 
62/2008, de 26 de mayo, ha señalado que la enfermedad puede “en determinadas circunstancias, constituir 
un factor de discriminación análogo a los expresamente contemplados en el artículo 14 de la Constitución, 
encuadrable en la cláusula genérica de las otras circunstancias o condiciones personales o sociales 
contemplada en el mismo”.

Y, en esta línea, la jurisprudencia viene considerando que la paulatina eliminación de las barreras que impiden 
el acceso al empleo público en condiciones de igualdad, constituye un deber ineludible para las distintas 
Administraciones públicas, que, en el ámbito de la enfermedad, deberán excluir sólo a aquellas patologías 
que impidan el normal desarrollo de los cometidos propios de un determinado empleo público.

Para dar respuesta a esta situación de discriminación que se estaba produciendo en el acceso al empleo 
público para determinados colectivos que, por padecer determinadas enfermedades, resultaban excluidos 
en el acceso a determinados cuerpos de la Administración pública, el Consejo de Ministros, a propuesta 
del Ministerio de Política Territorial y Función Pública, aprobó el Acuerdo de 30 de noviembre de 2018 
por el que se actualiza el catálogo de las causas médicas de exclusión en el acceso al empleo público, que 
todavía operaba en determinados ámbitos, entre otros, en el de los cuerpos policiales.

Es esta una medida de justicia social, que han apoyado todos los grupos parlamentarios en las diversas 
iniciativas presentadas en las Cortes, y que el Gobierno ha querido abordar para poner fin a una discriminación 
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histórica que venían soportando más de siete millones de personas que tienen alguno de los diagnósticos 
contemplados en el Acuerdo.

En el ámbito de la Administración del Estado estos criterios se han incorporado ya al Real Decreto 2011/2019, 
de 29 de marzo, por el que se aprueba la oferta de empleo público para el año 2019, así como a la normativa 
reguladora de acceso a los Cuerpos de Policía Local en otras Comunidades Autónomas (Canarias y Comunidad 
Valenciana).

Ante estas circunstancias, la adaptación en el ámbito de Andalucía del cuadro de exclusiones médicas 
contempladas en la Orden de 22 de diciembre de 2003, al nuevo catálogo aprobado en el referido Acuerdo 
del Consejo de Ministros, no admite más demoras, ya que de no producirse dicha actualización, se estaría 
manteniendo una situación de discriminación para aquellas personas afectadas por alguna de las enfermedades, 
que han sido eliminadas como causa de exclusión en dicho Acuerdo, para poder acceder a determinados 
cuerpos de las Administraciones públicas andaluzas. Y que, en el caso de las personas afectadas por la misma, 
verían así vulnerado su legítimo derecho de acceder a un empleo público al que han optado, siempre que 
reúnan los requisitos y condiciones establecidos para ello.

Por todo ello, recomendamos a la Administración de la Junta de Andalucía para que, sin más demora, se 
adopten las medidas que procedan para adaptar dicha Orden a las modificaciones adoptadas por el Consejo 
de Ministros de fecha 30 de noviembre de 2018.

Con fecha 1 de octubre de 2020 recibimos respuesta de la Viceconsejería de Presidencia, Administración 
Pública e Interior aceptando la Recomendación que se le dirigió. Finalmente se ha publicado en el BOJA núm. 
236, de 9 de diciembre, la Orden de 30 de noviembre de 2020 que incluye las modificaciones pertinentes 
para dar cumplimiento al referido Acuerdo del Consejo de Ministros.

1.5.2.6. Quejas relacionadas con el reconocimiento y ejercicio de derechos de los 
empleados públicos

1.5.2.6.1. Impedimentos para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral

En este apartado, entre las quejas que se han recibido en la Defensoría en esta materia durante el año 
2020, cabe destacar las quejas relacionadas con la situación de pandemia sanitaria que estamos viviendo, 
en las que las personas interesadas nos planteaban situaciones que consideraban que afectaba a su derecho 
a que se flexibilicen las condiciones de trabajo para favorecer la conciliación de la vida familiar y personal, 
en caso de necesidades de menores o mayores dependientes a su cargo, previsto en el art. 6 del Real 
Decreto-ley 8/2020 y en las distintas normas reguladoras de estas situaciones para el personal empleado 
público en sus correspondientes Administraciones. En el caso de la Junta de Andalucía, en la Resolución 
de la Secretaría General de Administración Pública de 12 de marzo de 2020, complementada por la de 13 
de marzo de dicho año.

Las cuestiones controvertidas, en la mayoría de los casos, se centraban en determinar si la necesidad de 
cuidado de la persona a cargo daba lugar a la inclusión en alguno de los grupos de riesgo establecidos para 
la concesión de un permiso o adecuación de la jornada para su atención. En estos supuestos, contestamos 
a las personas interesadas que corresponde apreciar a la Administración si las patologías alegadas respecto 
de la persona a cargo son susceptibles de encuadrarse en alguno de los grupos de riesgo previstos en la 
referida Resolución, en función de los informes médicos y circunstancias alegadas.

Y, en cuanto a la concesión de permisos o cambios en la jornada, dependiendo de la Administración en 
cuestión, se podrán autorizar cuando concurran circunstancias graves que lo justifiquen, y siempre que 
las necesidades del servicio queden cubiertas.

Tras solicitar la correspondiente documentación justificativa de la situación planteada la mayoría de las 
quejas fueron cerradas al no adjuntarse la documentación requerida o no quedar acreditada la concurrencia 
de las circunstancias que se han determinado para poder ejercitar este derecho. En las tramitadas, tras 
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